Radicación: 66001-22-18-000-2021-00013-00

Accionante: Wilson Carmona Arias
Accionado: Compañía de Seguros La Previsora
Asunto: Definición de competencia
Decisión: Asigna competencia al Juzgado 1º Laboral del Circuito de Pereira

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONFLICTO DE COMPETENCIA / ACCIONADO, COMPAÑÍA DE SEGUROS LA PREVISORA / SOCIEDAD DE ECONOMÍA MIXTA DEL ORDEN NACIONAL / CORRESPONDE A LOS JUZGADOS CON CATEGORÍA DE CIRCUITO.
… las normas que en principio determinan la competencia en materia de tutela son el artículo 86 de la Constitución Política y el artículo 37 de Decreto 2591 de 1991; concretamente este último señala que: “Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud”. 

En esos términos, no puede la Sala pasar por alto que los cánones previamente aludidos llevan implícita una regla de competencia “a prevención”, lo que quiere decir en términos prácticos que, en principio, cualquier autoridad judicial estaría habilitada para impartir justicia en el caso concreto, regla que desde luego conlleva algunas excepciones…
“… la honorable Sala Plena de la Corte Constitucional estableció las siguientes reglas jurisprudenciales: (i) un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente… (ii) la equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autoriza al juez de tutela a declararse incompetente… (iii) los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son los que se presentan por la aplicación o interpretación del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991… (iv) ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente.” (…)
Además, como si fuera poco lo anterior, se tiene en este caso que la afirmación hecha por la titular del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira en el sentido de que la Compañía de Seguros La Previsora es una entidad de naturaleza privada, es producto de un evidente error, pues como bien lo indicó la titular del Juzgado Tercero Penal Municipal con funciones de Control de Garantías de esta ciudad, la entidad de marras es una sociedad de economía mixta del orden nacional, como bien lo señala el artículo 1.2.2.4 del Decreto Único Reglamentario del Sector Hacienda y Crédito Público Nro. 1068 de 2015…
REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA MIXTA # 9 

Magistrado Ponente: MANUEL YARZAGARAY BANDERA

DEFINICIÓN DE COMPETENCIA 

Pereira, veintinueve (29) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
Aprobado Acta: 354
	Radicación: 
	66001-22-18-000-2021-00013-00

	Accionante: 
	Wilson Carmona Arias  

	Accionado: 
	Compañía de Seguros La Previsora  

	Asunto: 
	Definición de competencia 


ASUNTO:

Se pronuncia esta Corporación en torno al conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados Tercero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías y Primero Laboral del Circuito, ambos de Pereira, para conocer de la acción de tutela interpuesta por el ciudadano WILSON CARMONA ARIAS en contra de la COMPAÑÍA DE SEGUROS LA PREVISORA S.A.
ANTECEDENTES:

El señor WILSON CARMONA ARIAS, actuando en su propio nombre, instauró acción de tutela en contra de la COMPAÑÍA DE SEGUROS LA PREVISORA S.A, entidad a la cual acusó de vulnerar su derecho fundamental a la seguridad social. 
El conocimiento del asunto fue asignado por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, Despacho que mediante auto del 7 de julio hogaño resolvió abstenerse de conocer la acción Constitucional, aludiendo que a la luz de las reglas de reparto consagradas en el artículo 1°, numeral 1° del Decreto 333 de 2021, carece de competencia para esos menesteres teniendo en cuenta que la accionada es “una entidad de carácter privado”, y bajo dicha premisa ordenó la remisión de las diligencias a la Oficina Judicial de Reparto para que se le asignara a uno de los Juzgados Municipales de Pereira. 
En ese orden, las diligencias fueron recibidas en el Juzgado Tercero Penal Municipal con funciones de Conocimiento, ante lo cual, la titular de ese Despacho mediante auto del 12 de julio de 2021, señaló que no compartía la postura asumida por el Juzgado remisor, puesto que aquel pasó por alto, además de la regla genérica de la competencia “a prevención”, a lo que se debía aunar que la entidad demandada, o sea la Compañía de Seguros La Previsora S.A. no es una entidad privada sino una sociedad de economía mixta del orden nacional, y por ende la querella de amparo sería competencia de los Juzgados del Circuito. Por tal razón, propuso el conflicto negativo de competencia que hoy nos ocupa. 
CONSIDERACIONES:
1. Competencia:

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para decidir sobre el conflicto que se presenta, en virtud de lo estipulado por el inciso 2º del artículo 18 de la Ley 270 de 1996, teniendo en cuenta que el mismo se ha suscitado entre dos Despachos judiciales que corresponden al Distrito Judicial de Pereira.  
2. Problema jurídico:

Le corresponde a esta Colegiatura dirimir la controversia suscitada entre las Juezas Primera Laboral del Circuito de Pereira y Tercera Penal Municipal con funciones de Conocimiento, originada en la declaratoria de incompetencia por parte de la primera, y las razones aludidas por la segunda para no asumir el conocimiento del asunto, para así determinar cuál de los dos aludidos Juzgados debe asumir el conocimiento de la presente acción Constitucional de Tutela. 
3. Solución:

A efectos de resolver el problema jurídico objeto de estudio, es necesario recordar que las normas que en principio determinan la competencia en materia de tutela son el artículo 86 de la Constitución Política y el artículo 37 de Decreto 2591 de 1991; concretamente este último señala que: “Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud”. 
En esos términos, no puede la Sala pasar por alto que los cánones previamente aludidos llevan implícita una regla de competencia “a prevención”, lo que quiere decir en términos prácticos que, en principio, cualquier autoridad judicial estaría habilitada para impartir justicia en el caso concreto, regla que desde luego conlleva algunas excepciones, como nos lo enseña la práctica judicial y la jurisprudencia orientadora sobre la materia, Vrg. las solicitudes de amparo instauradas en contra de las autoridades judiciales, caso en el cual deben ser tramitadas por parte de sus correspondientes superiores jerárquicos, en igual sentido, un yerro en la aplicación de las directrices de definición de competencia planteadas en los ya mencionados artículo 86 Superior y 37 del Decreto 2591 de 1991, permitiría la declaratoria de incompetencia del Juez a quien se le repartiere equívocamente el asunto; esto sucedería concretamente frente a las querellas de amparo dirigidas en contra de los medios de comunicación o las que no cumplen con el factor territorial de la competencia.
Pero, a pesar de lo anterior, vemos que ninguna de esas particularidades se puede predicar en el caso que nos ocupa, razón por la cual podríamos en principio aseverar que no le asistía la razón a la titular del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira para declarar su falta de competencia en las incidencias de amparo promovidas por el señor Wilson Carmona Arias, especialmente cuando el Decreto 333 de 2021 del que se valió esa Célula Judicial para hacerlo, no fue ajeno a lo que frente a los conflictos de competencia en materia de tutela ha sostenido de forma reiterada y pacífica la Corte Constitucional, y por el contrario citó textualmente en él lo siguiente: 

“… la honorable Corte Constitucional mediante Auto 124 del 25 de marzo de 2009, providencia hito en asuntos de reparto y de competencia de la acción de tutela, enfatizó que "[...] las únicas normas que determinan la competencia en materia de tutela son el artículo 86 de la Constitución, que señala que ésta se puede interponer ante cualquier juez , y el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, que establece la competencia territorial y la de las acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación. Mientras que el decreto reglamentario 1382 de 2000 contiene reglas de simple reparto."

Que en la precitada providencia, la honorable Sala Plena de la Corte Constitucional estableció las siguientes reglas jurisprudenciales: (i) un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente. La autoridad judicial debe, en estos casos, remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible, (ii) la equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autoriza al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso, (iii) los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son los que se presentan por la aplicación o interpretación del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991. Estos conflictos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional, (iv) ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente.”. 
Además, como si fuera poco lo anterior, se tiene en este caso que la afirmación hecha por la titular del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira en el sentido de que la Compañía de Seguros La Previsora es una entidad de naturaleza privada, es producto de un evidente error, pues como bien lo indicó la titular del Juzgado Tercero Penal Municipal con funciones de Control de Garantías de esta ciudad, la entidad de marras es una sociedad de economía mixta del orden nacional, como bien lo señala el artículo 1.2.2.4 del Decreto Único Reglamentario del Sector Hacienda y Crédito Público Nro. 1068 de 2015: 

“ARTÍCULO 1.2.2.4. La Previsora S.A. Compañía de Seguros S.A. La Previsora S.A. es una sociedad de economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de las empresas industriales y comerciales del Estado. Cuenta con personería jurídica y autonomía administrativa, está vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y es vigilada por la Superintendencia Financiera de Colombia…”

Desde esa perspectiva, y si nos ciñéramos a las disposiciones del artículo 1º del Decreto 333 de 2021, que modificó el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, sería evidente que la competencia para tramitar esta acción de tutela, por ser la demandada una entidad del orden nacional, sería un Juzgado con categoría del Circuito de Pereira, atendiendo de igual manera el factor territorial de la competencia. 

Visto lo anterior, considera esta Corporación que desde cualquier punto de vista la competencia para conocer del asunto recae sobre el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, Despacho al que fue inicialmente repartida la actuación. 
Por lo anteriormente expuesto, la Sala Mixta No. 9 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

PRIMERO: DEFINIR la competencia para conocer y tramitar en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor WILSON CARMONA ARIAS en contra de la COMPAÑÍA DE SEGUROS LA PREVISORA S.A, en cabeza del JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO de Pereira. 
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Juzgado mencionado arriba, para que de forma inmediata tramite la acción la presente acción de tutela, conforme a las previsiones del artículo 86 de la Constitución Política y del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: ORDENAR que por Secretaría se le comunique a la señora Juez Primera Penal Municipal con funciones de Conocimiento la decisión adoptada en esta providencia.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Magistrado
Página 6 de 6

